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La gestión del territorio uruguayo muestra un cambio reciente, profundo y rápido en sus modalidades 
productivas, incrementándose la participación de la agricultura y en particular los monocultivos de soja, 
arroz, pinos y eucaliptos. Simultáneamente la exportación de materias primas está en su máximo histórico, 
potenciando la presión sobre sus ecosistemas endógenos (factores bióticos y abióticos). Las prácticas 
agrícolas no sostenibles, la contaminación y pérdidas o degradación de recursos, son las amenazas 
predominantes para los ecosistemas nativos, contribuyendo sistémicamente al declive de los servicios 
ambientales, y consecuentemente afectando al bienestar humano. Este texto sintetiza la investigación 
Revisión analítica de enfoques conceptuales e instrumentos normativos de gestión territorial sustentable, 
con foco en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (2014), presentando sus conclusiones en referencia a 
las estrategias e instrumentos jurídicos y de gestión, para la conservación del patrimonio ambiental del 
Uruguay.  
 






Uruguayan territory management shows a recent deep and fast change, in their production methods, 
increasing the share of agriculture in particular monoculture soy, rice, pine and eucalyptus. At the same time, 
the export of raw materials is at a record high, increasing pressure on their endogenous ecosystems (biotic 
and abiotic). Unsustainable agricultural practices, pollution and loss or degradation of resources, are the 
predominant threats to native ecosystems, systemically contributing to the decline of ecosystem services, 
and consequently affecting the human welfare. This paper summarizes the research “Analytical review of 
conceptual approaches and policy instruments for sustainable land management, with focus on the National 
System of Protected Areas (2014), presenting their findings in reference to strategies and legal instruments 
and management for the conservation of environmental heritage of Uruguay”. 
 












1. OBJETIVOS Y MÉTODOS  
 
Componentes metodológicos de la investigación: Revisión analítica de enfoques conceptuales e 
instrumentos normativos de gestión territorial sustentable, con foco en el Sistema Nacional de Áreas 




1) identificar los procesos de alteración productiva del territorio y sus impactos sobre el patrimonio 
ambiental en general, y específicamente sobre los paisajes nativos.  
2) exponer conceptos, enfoques, instrumentos normativos y otros, vigentes en Uruguay, o de potencial 
aplicación, vinculados a la protección del patrimonio ambiental, en relación con los usos productivos 
del territorio. 
3) establecer el rol institucional del Sistema nacional de Áreas Protegidas para la conservación del 
patrimonio ecológico del Uruguay. 
 Preguntas de investigación: 
 
1) ¿Son efectivas y suficientes las áreas protegidas para lograr objetivos de manejo de los territorios 
desde una perspectiva integral y sustentable? 
2) ¿Cuáles son los enfoques emergentes para la protección de los ecosistemas nativos en relación a 
los usos del suelo?  
3) ¿Cuáles son los principales instrumentos jurídicos generales de protección ambiental vigentes en 
Uruguay y cómo se relacionan?  
4) ¿Cómo opera el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP) en el contexto de la protección del 
patrimonio territorial?  
 
Desagregación operativa del método de investigación:  
 
Caso de estudio: la alteración antrópica de los ecosistemas nativos, en relación con la protección ambiental 
en Uruguay.  
 
1| formulación del problema 
2| revisión bibliográfica, documental y jurídica en la materia, 
3| cuestionarios y entrevistas a referentes en la temática,   
4| trabajos de campo en áreas protegidas para recopilar información in situ,  
5| síntesis de los instrumentos legales de protección ambiental vigentes en Uruguay,  
6| estudio del estado de situación del SNAP,  
7| conclusiones y comentarios finales. 
 
Resultado esperado: realizar aportes sobre las estrategias de protección integral del patrimonio territorial, 
con énfasis en los paisajes endógenos. 
 
Este artículo presenta una síntesis de la investigación referida, estructurándose, luego de la formulación del 
problema, según las respuestas a las preguntas plateadas.  
 
 
2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
Según la metodología de la investigación, este apartado presenta sintéticamente los abordajes 
conceptuales que la orientaron y aproximaciones multicriterio a la formulación del problema. 
 
 
2.1 El territorio como emergente cultural del sistema acoplado {humano <-> soporte ambiental} 
 
El planeta Tierra es a la vez el territorio de la especie humana y un ecosistema global (biósfera), siendo sus 
ecosistemas locales (biomas, ecotonos, etc.) su diversidad regional, y componentes de su integralidad. 
Todos los ecosistemas están conectados (ecotonos mediante) y su diversidad, en el contexto global, es la 
riqueza del patrimonio ambiental del planeta, sinérgicamente integrada por sus particularidades. 
 
Se puede sostener que habitar el ambiente define y construye el territorio, así ambos conceptos se fusionan 
como aproximación operativa. La gestión del territorio y la preservación de sus capacidades como soporte - 
activador vital para las poblaciones que lo habitan, colocan los enfoques de su manejo, en la confluencia de 
la política (gobernanza), la economía, el sistema jurídico y los valores. El territorio como objeto de estudio 
queda definido por el campo disciplinar que lo aborda y a la vez tiene una definición social difusa. Entre 
otras aproximaciones posibles ( de interés en esta caso), un territorio es la cuenca de abastecimiento y 
referencia (incluye emotiva) de un colectivo social, siendo ésta el propio ambiente, que conforma el hábitat 
de las poblaciones humanas, que en él dejan su huella. Relacionado a lo precedente, se ha difundido la 
idea de entender el territorio como palimpsesto.1 Esta analogía implica considerar la acumulación de 
acontecimientos y alteraciones sobre el relato devenido (patrimonio territorial actual), en conjunción con los 
múltiples procesos simultáneos en curso, donde a su vez emergen las trazas de las historias precedentes. 
También alerta sobre la fragilidad del soporte y su necesaria protección para viabilizar relatos futuros múltiples 
y sustentables. Cualquier territorio considerado es un espacio – tiempo en devenir, pero bajo presión 
antrópica intensa degrada su patrimonio ecológico, empobreciendo su riqueza, muchas de veces de forma 
grave o irrecuperable, es decir, más allá de su resiliencia. La gestión sustentable del territorio pretende la 
satisfacción de las necesidades colectivas y el bienestar humano (salud, acceso a bienes y medios de vida, 
libertad de acción y elección), con la mayor eficiencia en el ahorro de recursos y energía, y simultáneamente 
con el mantenimiento sostenible de su(s) cuenca(s) de abastecimiento y los servicios ambientales que 
conforman el soporte vital de la existencia humana, entre ellos: purificación de aire y agua, mitigación de 
inundaciones y sequías, eliminación de toxinas y descomposición de residuos, generación y recuperación 
de la fertilidad de los suelos, polinización de cultivos y vegetaciones naturales, dispersión de semillas y 
nutrientes, control de gran parte de las pestes agrícolas, mantenimiento de la biodiversidad y la diversidad 
cultural, provisión de belleza estética y estímulo intelectual. 
 
 
2.2 Interpretación territorial: revisión de paradigmas de los procesos naturales y ecología del paisaje 
como aproximación e indicador a la comprensión de la gestión territorial  
 
En función de las lecciones aprendidas, contemporáneamente, se ha cuestionado el llamado paradigma del 
equilibrio de los procesos naturales, según el cual la naturaleza es concebida como un sistema cerrado y en 
equilibrio, donde las perturbaciones constituyen eventos excepcionales, y una vez desaparecida su causa, 
tiende a recuperar su estado inicial. La crítica a este enfoque la propone el llamado paradigma del no 
equilibrio, que postula que cualquier ecosistema no intervenido está en permanente estado de sucesión 
natural. Sepúlveda y otros (1997) afirman que para p r o t e g e r  el proceso de evolución biológica natural, 
no basta con las áreas silvestres protegidas,  r a z o n a d o  q u e  éstas, forman parte de paisajes 
integrales —no protegidos— con los que intercambian materiales y energía, incluyendo plantas y 
animales que se mueven de un lugar a otro, y complementariamente afirman, que la homogeneización del 
paisaje con cultivos exóticos, tiene la capacidad de afectar tanto la composición de especies como el tipo 
y tasas de perturbaciones al interior de las reservas, y así, lo que pasa fuera de las áreas protegidas, 
es tan importante como lo que pasa dentro, a los efectos de los objetivos de la conservación ecológica 
nativa.2 La fragmentación y aislamiento de hábitats y sus correlatos perceptivos en los paisajes emergentes, 
tiene como resultante la conformación de áreas discretas (no conectadas sistémicamente por la propia 
matriz ecológica), provocando que las poblaciones bióticas que permanecen en esas islas - parches no 
puedan interactuar naturalmente con otras poblaciones de su propia especie y con otras que conforman las 
comunidades ecosistémicas, modificando sus redes tróficas. Confluyentemente la ecología del paisaje 
aporta un entendimiento de los procesos ambientales, integrando saberes (teoría de sistemas, biología y 
geografía). Según Zonneveld (1994)3 la ecología del paisaje es la disciplina que estudia el nivel de 
organización de los componentes del ambiente y sus procesos de interrelación, en correspondencia con su 
dimensión funcional, es decir las relaciones ecológicas en un espacio considerado. La Fig. 1 aporta una 
infografía sobre la interacción entre los factores bióticos y abióticos presentes en cualquier ecosistema 
considerado, en este caso de grafica en referencia al área ingresada al Sistema Nacional de áreas 
Protegidas, Paisaje Protegido Laguna de Rocha. 
 
                                                     
1 Corboz A., "Le territoire comme palimpseste et autres essais", http://www.revistadiagonal.com/entrevistes/hem-de-parlar/andre-
corboz/, 2001. 
2 Claudia Sepúlveda; Andrés Moreira; Pablo Villarroel, “Conservación biológica fuera de áreas protegidas”, en Revista Ciencia y 
Ambiente, 1997. 
3 Zonneveld I.S. “Landscape ecology and ecological networks”. www2.inecc.gob.mx/publicaciones/gacetas/486/toledo.html, 1994 
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Fig. 1: infografía sobre la interacción entre los factores bióticos y abióticos en referencia al área ingresada al Sistema 
Nacional de áreas Protegidas, Paisaje Protegido Laguna de Rocha.  
Interpretación y foto del autor 
 
Este entendimiento del paisaje interrelaciona la ecología con los factores económicos, culturales, 
demográficos y políticos del desarrollo socio – regional, enfatizando en los procesos antrópicos como 
transformadores del territorio. En referencia a los procesos de antropización y transformación del paisaje y 
de los ecosistemas que le permiten ser, la Fig.2 presenta una infografía gráfica sobre el proceso de 
colonización con pinos provocada por la acción humana sobre el campo dunas móviles en el área protegida 
Parque Nacional) de Cabo Polonio entre 1937 y 2007. 
 
perturbación antrópica del sistema dunar natural, alterando radicalmente sus ecosistemas 
 
Figura. 2: infografía del  proceso de avance de la forestación introducida sobre el campo dunar del área protegida Parque 
Nacional de Cabo Polonio 
 
Por otro lado la ecología del paisaje, desagrega el territorio, para su interpretación y acción focalizada, en 
un sistema integrado de corredores y parches (partes del mosaico ecológico), ambos componentes 
interrelacionados y dependientes de una matriz ecológica (transversal al sistema). En esta temática Forman 
(1986), realiza otro aporte relevante cuando afirma que el desarrollo y revisión contemporánea de los 
estudios del paisaje, debe entenderse por el interés que han adquirido en la contemporaneidad los 
problemas ambientales, que plantean en nuevos términos, el problema de las relaciones entre las 
sociedades y su hábitat, y que consecuentemente desembocan y aportan en la comprensión y ordenación 
del territorio.4  
 
 
2.3 Aproximación al patrimonio ecopaisajístico del Uruguay  
 
Varios investigadores se han referido al patrimonio ecológico del Uruguay, entre ellos Cracco (2007) 
sostiene que los paisajes uruguayos se caracterizan por presentar un mosaico de ambientes diferentes 
(montes, humedales, lagunas, etc.) en una matriz de pradera (campos naturales), equivalente al 77% del 
territorio.5 Al respecto debe mencionarse que el patrimonio ecológico del territorio uruguayo es valioso en sí 
mismo, pero además es relevante en tanto patrimonio de la humanidad. De hecho Uruguay es parte de 
acuerdos y convenciones internacionales de primer nivel para la conservación de la biodiversidad, 
incluyendo el Convenio Internacional para las Zonas Húmedas de Importancia Internacional, especialmente 
como hábitat de la fauna ornitológica (Ramsar, 1971), el Convenio sobre Diversidad Biológica (CBD, Río de 
Janeiro, 1992) y la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestres (CITES, 1973 y enmiendas posteriores). 
 
Como se mencionó la matriz ecológica del Uruguay es la pradera, en sí misma dinámica, siendo la 
presencia de los parches los que aportan su riqueza eco paisajística. Relacionado a la metodología de la 
investigación y a los efectos de recopilar información in situ (mediante trabajos de campo en áreas 
protegidas), se presenta el siguiente mosaico de imágenes (Fig. 4), que ilustra (sin agotar) la riqueza eco 
paisajística del territorio uruguayo: se presentan de izquierda a derecha y arriba a abajo: 1) cerros y pradera 
(Valle del Lunarejo - Rivera), 2) monte natico (Arroyo Lunarejo - Rivera), 3) palmares de butiá (cuenca de la 
Laguna Merín – Rocha), 4) humedales de ríos (Esteros de Farrapos, Río Uruguay – Río Negro), 5) cerro 
chato y pradera (Tacuarembó), 6) flora psamófila (cuenca Laguna garzón – Rocha), 7) ecosistema dunar 
costero y hondonadas interdunares (Cabo Polonio – Rocha), 8) lagunas costeras (Laguna de Rocha – 
Rocha), 9) costa oceánica (Cabo Polonio – Rocha).  
 
                                                     
4 Forman, R., y otros, “Landscape Ecology”, 1981. 
5 Cracco, M. y otros, “Importancia global de la biodiversidad en Uruguay”, Serie Documentos de Trabajo Nº1 – SNAP, 2007. 
 
 
Fig. 4: mosaico de parches ecosistémicos del Uruguay: 1) cerros (valle del Lunarejo - Rivera), 2) monte natico (arroyo 
Lunarejo - Rivera), 3) palmares de butiá (cuenca de la Laguna Merín – Rocha), 4) humedales de ríos (Esteros de Farrapos – Río 
Negro), 5) cerro chato y pradera  - matriz ecológica de la región platense - (Tacuarembó), 6) flora psamófila (cuenca Laguna 
garzón – Rocha), 7) ecosistema dunar costero con hondonadas interdunares (Cabo Polonio – Rocha), 8) lagunas costeras 
(Laguna de Rocha – Rocha), 9) costa oceánica (Cabo Polonio – Rocha). 
 Fotos del autor. 
 
 
2.4 Presiones y amenazas sobre los paisajes nativos del territorio uruguayo 
 
Según la metodología de la investigación, uno de sus objetivos propone identificar los procesos de 
alteración productiva del territorio y sus impactos sobre el patrimonio ambiental en general, y 
específicamente sobre los paisajes nativos. Este apartado trata sobre los procesos en curso. 
 
Para analizar los impactos sobre la biodiversidad, es necesario tener en cuenta que las poblaciones que 
conforman los ecosistemas se extinguen o se ven comprometidas, por varios factores, pero no todos con la 
misma significación, siendo las causas principales la destrucción del hábitat y la introducción de especies 
exóticas. Lo antes expuesto deriva en que la biodiversidad en el Uruguay está fuertemente amenazada, 
siendo que, su conversión en sistemas de producción intensiva es considerada la principal causa de pérdida 
de diversidad biológica en el Uruguay. Actualmente la demanda de materias primas, particularmente de 
Asia, está en su máximo histórico, incrementando la presión sobre sus ecosistemas endógenos (factores 
bióticos y abióticos). Consecuentemente la gestión del patrimonio del territorio uruguayo muestra un cambio 
reciente, profundo y rápido en su matriz y modalidades productivas, incrementándose rápidamente la 
participación de la agricultura y en particular los monocultivos principalmente de soja, eucaliptos, pinos y 
arroz. Es un dato relevante que la superficie destinada a la producción agrícola de secano, se incrementó 
de 341.000 há en 2001 a 1.300.000 há. (La Diaria, 22/10/2013), y no sólo debe cuantificarse en superficie y 
afectación directa de la biodiversidad, sino también por el incremento del usos de fertilizantes y plaguicidas, 
que impactan sobre el sistema hidrográfico, los acuíferos, la atmósfera y el suelo, siendo externalidades 
ambientales de la producción rural liberal. La Fig. 5 identifica la ocupación genérica de las plantaciones 
forestales comerciales (en verde) y las plantaciones de productos agrícolas de gran escala (en violeta). 
  
Fig. 5: identificación genérica de las áreas ocupadas por forestación comercial (verde) y agricultura de gran escala (violeta). 
Elaboración propia sobre bases del Ministerio Ganadería, Agricultura y Pesca (2014) 
 
En relación a lo anterior, cabe mencionar que la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza 
(UICN, 2014) elabora la llamada “Lista Roja”, que se presenta como un observatorio crítico de la salud de la 
biodiversidad del mundo, y allí señala que en el contexto global, el bioma pradera, es el ecosistema que 
tendrá la mayor proporción de cambio, como resultado de transformaciones en el uso de la tierra y del 
cambio climático, entre otros factores. En referencia a la matriz ecosistémica regional y sus 
transformaciones, Pérez Arrarte (2007), sostiene que la cultura local (tributaria del primer mundo) ha 
desconocido los valores ambientales y sociales de los campos nativos, a pesar que Uruguay durante toda 
su historia construyó su economía sobre los recursos naturales de la pradera; concluyendo que la 
forestación comercial masiva con especies alóctonas monoespecíficas, deviene en la destrucción, total ó 
parcial, del bioma original.6  
 
En referencia a las afectaciones de los factores bióticos – abióticos del territorio uruguayo, según la 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO, 2013), la degradación de 
tierras constituye uno de los principales problemas ambientales de nuestro país, sobre todo en los últimos 
años, con el advenimiento del monocultivo intensivo de transgénicos que utilizan siembra directa y una gran 
cantidad de agroquímicos, con claras y contundentes consecuencias ambientales, sociales, productivas y 
económicas.7 En la misma línea el Informe GEO5 Uruguay (2012), afirma que el país enfrenta desafíos 
críticos por el incremento de la presión sobre los recursos naturales, los niveles de pobreza urbana y la 
vulnerabilidad ambiental, y que los rápidos cambios en la economía global, y las limitaciones en la 
implementación de las políticas de respuesta para la protección del ambiente, están teniendo un impacto en 
el patrimonio territorial; concluyendo que es necesaria la integración del componente ambiental en todas las 
políticas de desarrollo como único camino hacia la sostenibilidad.8 Confluyentemente el Decreto de Uso 
Responsable y Sostenible de los Suelos (2008) que regula la Ley 15.239, sostiene que la intensificación del 
uso del suelo aumenta el riesgo de su erosión y degradación, la pérdida de fertilidad y de sus características 
estructurales.  
 
Agregado a lo anterior, un cambio relativamente reciente en las modalidades productivas en Uruguay, de 
efectos desconocidos, lo constituye las plantaciones autorizadas de especies transgénicas (soja y maíz). 
Estudios recientes9 sobre el uso de maíz transgénico y su impacto en las especies criollas, encontró que la 
mitad de las muestras de maíz criollo provenientes del Departamento de Treinta y Tres (en zonas cercanas 
                                                     
6 Pérez Arrarte, C. “Plantaciones Forestales e Impactos sobre el ciclo del agua. Un análisis a partir del desarrollo de las plantaciones 
forestales en Uruguay”, www.natbrasil.org.br/Docs/.../cartilha_aguaXeucaliptos_uruguai.pdf, 2007. 
7 Según informe de la FAO Uruguay basado en el proyecto que desarrolló entre enero y mayo de 2013 para analizar la situación actual 
de la degradación de tierras en todo Uruguay junto con el MVOTMA, sobre  la sequía afecta particularmente a San José y Canelones, 
donde se produce la mayor parte de las frutas y verduras que se consumen en el país. 
8 Sánchez, R. en GEO Uruguay, PNUMA, CAES, DINAMA, 2008. 
9 Realizado por investigadores de la Facultad de Química de la Universidad de la República por encargo de la cooperativa “Graneco” 
con el apoyo de la Unidad de Montevideo Rural y la Dirección General de Desarrollo Rural. 
al área protegida Quebrada de los Cuervos) estaba contaminada por el maíz transgénico, resultando un 
híbrido de inciertos impactos sobre la salud humana y los ecosistemas10.  
 
A los factores mencionados, se agregan el continuo proceso de litoralización urbana, favorecida por los 
puentes sobre las lagunas costeras, los anunciados mega emprendimientos costeros (puerto de aguas 
profundas) y su impacto en los ecosistemas terrestres y acuáticos (sistémicamente asociados), la posible 
mega minería metalífera a cielo abierto y las hidrovias sobre la Laguna Merín y el Río Uruguay.  
 
 
3. RESPUESTAS A LAS PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 
 
Según la metodología de la investigación, este apartado presenta las respuestas obtenidas a las preguntas 
formuladas y sus conclusiones. A tales fines se revisan (sintéticamente) los instrumentos de la economía 
ambiental de aplicación potencial y los legales vigentes, cuyo objeto es la protección ambiental en Uruguay, 
con énfasis en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP).  
 
 
3.1 ¿Son efectivas y suficientes las áreas protegidas para lograr objetivos de manejo de los 
territorios desde una perspectiva integral y sustentable? 
 
No. Las estrategias de conservación enfatizan cada vez más en la protección de los ecosistemas 
completos, propendiendo a la preservación de todas las especies presentes, incluso aquellas desconocidas 
para el conocimiento científico. Por otro lado las iniciativas para la conservación de la biodiversidad se han 
sustentado tradicionalmente en sus valores intrínsecos (per se: criterios éticos), pero emergen argumentos 
pragmáticos y conceptos integradores, que agregan otra mirada: la contribución de la biodiversidad a la 
calidad de vida y el desarrollo de las sociedades humanas, poniendo de manifiesto los inevitables vínculos 
entre la biodiversidad, las funciones ecológicas, el bienestar humano y la diversidad cultural.  
 
Las zonas integradas a un Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP) (en general y en particular en el 
caso uruguayo) son instrumentales para el logro de objetivos de conservación de los ecosistemas y sus 
servicios, así como para la elaboración de estrategias de desarrollo territorial sustentable. Pero adquieren 
su efectividad dentro de un sistema mayor de herramientas normativas (general y sectorial), sumada a 
estímulos y gravámenes a las prácticas de uso del territorio por parte de los privados. La efectividad de las 
áreas protegidas (APs) para la preservación ecológica tampoco se alcanza, si por ellas se entiende un 
conjunto de enclaves aislados o aún conectados únicamente por corredores. Sin embargo, sí podrían ser 
efectivas, si conforman un sistema de irradiación de prácticas sostenibles de usos del suelo hacia el 
territorio en general y se vinculan entre sí a través de la matriz ecosistémica. Lo anterior no invalida la 
especificidad de las APs para la protección de sitios frágiles, o representativos, donde existan componentes 
bióticos, abióticos y paisajes de especial significación, pero no alcanzan, si se trata de lograr objetivos de 
manejo de los territorios desde una perspectiva integral y sustentable. Esto requiere una integración 
compleja de normas, modalidades de usos reales, monitoreo de resultados y en definitiva, un cambio 
cultural respecto al funcionamiento del sistema acoplado {humano <-> patrimonio territorial}. 
 
 
3.2 ¿Cuáles son los enfoques e instrumentos emergentes para la protección de los ecosistemas 
nativos en relación a los usos del suelo? 
 
Además de los ya vistos (ecología del paisaje y paradigma del no equilibrio), existe otro debate conceptual 
sobre paradigmas directamente enfocado en la gestión del territorio: zonificación por usos vs. la zonificación 
por condición. Soutullo, A. y otros autores11, en documentos elaborados por el SNAP (2010), afirman que 
Mientras el primero se maneja principalmente con controles y reglamentos, el segundo lo hace con objetivos 
de conservación y desarrollo, monitoreo y capacidades técnicas. Este enfoque cuestiona el tradicional 
concepto - aplicación del paradigma de ordenamiento de usos del territorio prescriptivo y determinístico 
(Plan Documento), concebido como la realización de un futuro previsto y previsible en sus detalles, e 
impulsa el surgimiento de la gestión territorial adaptativa. Así entendida la gestión del territorio se concibe 
como un proceso dinámico y retroalimentado, donde las decisiones de actuación territorial (la táctica 
                                                     
10 La Diaria, 18/10/2013.  
11 SOUTULLO, A. EL AL. (2009). Propuestas metodológicas para la delimitación de las áreas protegidas del SNAP de Uruguay. 
Documentos de Trabajo Nº 26, SNAP. Montevideo, SNAP.  
 
instrumental de las estrategias) son consideradas acciones apropiadas, diversas y oportunas (que deben 
monitorearse, evaluarse y contrastarse continuamente contra resultados empíricos obtenidos), según los 
objetivos de desarrollo socialmente definidos y la consecuente condición atribuida al manejo del sitio. La 
Tabla 1 presenta alguna de las características y diferencias de la zonificación por usos vs. La zonificación 
por condición. 
 
Tabla 1: diferencias de la zonificación por usos vs. La zonificación por condición, adaptado de Soutullo, A. y otros “Propuestas 
metodológicas para la delimitación de las áreas protegidas del SNAP de Uruguay, Documentos de Trabajo Nº 26, SNAP, 2009 
zonificación por uso zonificación por condición 
 
ordena el uso  
 
 
Ordena territorialmente los objetivos de 
protección y desarrollo 
  
se monitorean los usos  
 
 
se monitorea de la condición del recurso o las 
características definidas de la zona  
Alteración en la composición del 
bosque nativo. 
 
se reglamentan los usos 
 
se definen los indicadores de la condición 
deseada (asumida) 
 
no permite diferentes usos en una misma 
zona 
 
habilita múltiples usos si no cambia la 
condición definida 
 
dificulta nuevos usos  
 
 
no restringe nuevos usos 
 
 
promueve la administración sin aprendizaje 
 
Promueve el manejo adaptativo y la gestión 
planificada 
 
La investigación, tiene entre sus objetivos, exponer conceptos, enfoques, instrumentos normativos y otros, 
vigentes en Uruguay, o de potencial aplicación, vinculados a la protección del patrimonio ambiental, en 
relación con los usos productivos del territorio.  
 
Sobre los instrumentos de estímulos a actores privados para la conservación y el uso territorial sustentable, 
corresponde establecer, que la mayor parte del territorio nacional es propiedad de particulares, por lo que es 
necesario involucrar a ese heterogéneo sector, en políticas nacionales y departamentales proactivas para la 
conservación de los paisajes nativos. Según documentos del SNAP y del Ministerio de Ganadería 
Agricultura y Pesca, Uruguay posee un porcentaje superior al 90% de sus tierras en régimen de propiedad 
privada y por otro lado no tiene grandes extensiones geográficas económicamente “improductivas” o de 
difícil aprovechamiento (por ejemplo: montañas, selvas y desiertos), zonas que sí existen en otros países e 
integran sus áreas naturales protegidas. Los incentivos económicos y tributarios constituyen un instrumento 
de gestión territorial según la Ley 17.283 (artículo 7º literal I). Allí se establece la posibilidad de obtener 
beneficios fiscales destinados a la eliminación o mitigación de los impactos ambientales negativos que se 
produzcan, en o para, restaurar las condiciones ambientales afectadas para los bienes inmuebles, y también 
para mejoras al tratamiento de los efectos ambientales negativos de las actividades industriales y 
agropecuarias. El Informe GEO 5, propone la creación de mecanismos de mercado propios de la economía 
ambiental, para la protección de los servicios de los ecosistemas (servicios ambientales). Excede el alcance 
del artículo, analizar en detalle los instrumentos económicos de la economía ambiental, por lo que sólo se 
mencionan algunos:  
 
- Conservación voluntaria sobre tierras privadas 
- Proyectos Integrados de Conservación y Desarrollo 
- Impuestos y subsidios ambientales 
- Pagos por Servicios Ambientales 
- Programas de Manejo Forestal Sustentable  
- Compras de tierras para conservación o compra de derechos de tala de montes y otros 
- Certificaciones ambientales para la producción sustentable 
- Mercados Sociales 
- Derechos de desarrollo 
- Servidumbres administrativas ecológicas perpetuas 
 
 
3.3 ¿Cuáles son los principales instrumentos jurídicos generales de protección ambiental vigentes 
en Uruguay y cómo se relacionan?  
 
Específicamente en relación al ordenamiento territorial y el desarrollo sostenible, en 2088, el parlamento 
uruguayo aprobó la ley 18.308. En la exposición de motivos del Proyecto de Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible (LOTDS, 2008) se menciona que: “(…) La planificación para el desarrollo territorial 
sostenible se funda en el establecimiento de un claro régimen jurídico para el territorio.” La ley aprobada en su 
artículo 4 (“Materia del Ordenamiento Territorial”) establece que: “El ordenamiento y desarrollo territorial 
sostenible comprende: a) La definición de estrategias de desarrollo sostenible, uso y manejo del territorio en 
función de objetivos sociales, económicos, urbanísticos y ecológicos, a través de la planificación. (…) c) La 
identificación y definición de áreas especiales de protección, por su interés ecológico, patrimonial, 
paisajístico, cultural y de conservación del medio ambiente y los recursos naturales. d) La identificación de 
zonas de riesgo por la existencia de fenómenos naturales o de instalaciones peligrosas y asentamientos 
humanos vulnerables (…)”. Las citas precedentes evidencian varios aspectos relevantes, entre los que se 
destaca la incorporación de la dimensión ecológica en la materia del ordenamiento territorial y 
específicamente “La identificación y definición de áreas especiales de protección, por su interés ecológico, 
patrimonial, paisajístico, cultural y de conservación del medio ambiente y los recursos naturales”. El Decreto 
221-009 derivado de la LOTDS define el Informe Ambiental Estratégico, que supone identificar las 
problemáticas que son de especial relevancia en la materia ambiental para la elaboración de objetivos 
específicos, cursos de eventos (estrategias) y toma de decisiones de actuación, en el contexto de un 
proceso de gestión planificada. El objetivo es que los aspectos ambientales y la calidad del hábitat, sean 
evaluados desde las primeras fases de la preparación de planes urbanos (entre otros ámbitos territoriales 
de actuación). La LOTDS, reconoce una especial protección a los suelos rurales, a través de restricciones a 
su transformación, en especial hacia modalidades de uso u ocupación diferente a las de producción 
agropecuaria o extractiva “pura” (Art.31). La propia clasificación del suelo rural es un instrumento de 
protección específica, clasificándolo en 2 subcategorías: a) rural productivo y b) rural natural (con el fin de 
mantener el medio natural, y proteger el medio ambiente en general).  
 
En un apretado resumen de las normas analizadas, se destacan por su significación y por su 
relacionamiento conceptual y potencialmente sistémico - operativo: 
La Constitución de la República Oriental del Uruguay en su artículo 47 establece: “La protección del medio 
ambiente es de interés general” y que “La política nacional de aguas y saneamiento estará basada en: a) el 
ordenamiento del territorio, conservación y protección del Medio Ambiente y la restauración de la 
naturaleza.”  
La Ley General Protección del Medio Ambiente (LGPA, Nº 17.283) institucionaliza el principio precautorio, y 
la prevención y previsión como criterios prioritarios, sumado a la presunción de daño como suficiente para 
adoptar medidas de protección. En su artículo 7 establece los instrumentos de gestión ambiental, 
incluyendo los Estudios de Impacto Ambiental (EsIA) y los procesos de autorización correspondientes. Por 
vía de interpretación legítima la LGPA definió como “daño grave” al ambiente (concepto adjetivado incluido 
en el artículo 47 de la Constitución), a aquellos impactos que superen los parámetros admitidos por las 
normas de referencia. Si bien establecer límites cuantitativos a la contaminación u otras afectaciones 
ambientales es un criterio que debería ser modificado en función del conocimiento de los ecosistemas, los 
servicios ambientales, sus sinergias, las redes tróficas y sus presiones - respuestas, hoy aportan un marco 
de referencia para establecer parámetros medibles de impacto ambiental. Esos indicadores están 
disponibles o pueden construirse, y de allí el Informe Ambiental Estratégico debería tomar los valores de 
referencia para aplicar a los factores que definen su modelo territorial.  
La Ley de Evaluación de Impacto Ambiental (Nº 16.466) y su reglamentación (Decreto 435/94) establecen el 
régimen de Evaluación de Impacto Ambiental, aplicable a la ejecución de ciertos proyectos que requerirán 
Autorización Ambiental Previa que otorgará (o no) el Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente.  
La Ley sobre Políticas Nacional de Aguas (Nº 18.610/2009) establece los principios rectores para la gestión 
de los recursos hídricos, de los que se destacan por su interés general: 1) la gestión sustentable y solidaria 
con las generaciones futuras de los recursos hídricos y 2) la preservación del ciclo hidrológico. La gestión 
integrada de los recursos hídricos deberá contemplar entre otros aspectos la cuenca hidrográfica como 
unidad de actuación para la planificación, control y gestión de los recursos hídricos, en las políticas de 
descentralización, ordenamiento territorial y desarrollo sustentable. La ley regula la existencia de 
Comisiones de Cuencas con el cometido de efectuar la gestión local de los recursos naturales (Art. 29). 
Introduce la dimensión ambiental que se orientan a preservar la calidad del agua y evitar que su uso no 
produzca efectos nocivos que puedan alterar el equilibrio ecológico y dañar el ambiente natural.  
La Ley 15.695 de 1984 protege especialmente al monte nativo prohibiendo su tala, mientras que Ley Nº 
16.736 prohíbe la caza, tenencia, transporte, comercialización e industrialización de cualquier especie 
silvestre salvo autorización con previo informe técnico de la autoridad competente; y establece que la 
introducción al país de especies exóticas deberá ser previamente autorizada por el estado (Ministerio de 
Ganadería Agricultura y Pesca - MGAP). Con respecto a áreas y biodiversidad objeto de protección, la Ley 
13.776/69 aprueba la Convención para la Protección de la Flora, de la Fauna y de las Bellezas Escénicas 
Naturales de los Países de América y la Ley 16.062 aprueba la adhesión del Uruguay a la Convención 
sobre la conservación de las Especies Migratorias de Animales Silvestres (Bonn- Alemania, 1979). El 
Decreto 238/998, adopta las medidas pertinentes para reducir la mortalidad incidental y caza ilegal de 
mamíferos marinos, manteniéndose en vigor la prohibición de la persecución, caza, pesca y cualquier tipo 
de apropiación de ejemplares de todas las especies de pinnípedos y de cetáceos, que se encuentren en 
islas, costas y aguas de jurisdicción nacional, así como la prohibición de todo acto de retención, agresión o 
molestia que conduzca a la muerte intencional de dichos mamíferos marinos, así como cualquier otra forma 
de cambio, destrucción, daño o contaminación de todas aquellas zonas que fueren sus áreas naturales de 
reproducción, de cría o de asentamiento poblacional, lo que especifica la Ley Nº 19128 (2013), al crear un 
Santuario de Ballenas y Delfines en el mar territorial uruguayo. A lo antes mencionado se debe agregar un 
extenso marco jurídico sectorial, que regula los recursos, agua, suelo, biodiversidad, etc., que se desarrollan 
en la investigación pero exceden el alcance del artículo.  
 
Las Tablas 2, 3 y 4, presentan las principales normas referidas la protección ambiental y la gestión 
territorial, identificando el número de la norma, la temática y las competencias institucionales. Las tablas 1 y 
2 se refieren a normas generales y la 3 a normas sectoriales. 
 
Tabla 2: principales normas de alcance general (no sectoriales) para la protección ambiental 












Reglamenta el Art. 47 de la Constitución. 
Declara de interés general la protección 
del medio ambienta. Establece los 
principios de la política ambiental y los 








Establece el régimen de Evaluación 




Ley de creación del Sistema 





Declara de Interés General la creación y 
gestión de un SNAP, como instrumento de 
aplicación de las políticas y planes 




Reglamenta el SNAP  
Decreto 52/2005 
 





Tabla 3: leyes y decretos específicos de gestión territorial y descentralización 







Ley Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible  
No. 18.308/2008  
 
Marco regulador general para el ordenamiento 






del tipo de IOT) 
 
Reglamenta el Art. 47 LOTDS  
Decreto 221/2009 
 
Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) e Informe 
Ambiental Estratégico. Integración de la dimensión 




Ley Descentralización y 
Participación Ciudadana  
No. 18.567/2009  
 
Establece la materia departamental y municipal, sus 
cometidos, poderes jurídicos, el número de 











ALCANCE SECTORIAL:    








Código de Aguas  
Ley 14.859/79  
 
 









Prevenir la Contaminación ambiental mediante el control de la 





Aguas Pluviales  
Ley 17.142/99 
 
Interpreta el Código de Aguas en cuanto a lo que se considera 







Decreto 333/004 y 
405/008  
 
Determinar los criterios técnicos  básicos a aplicar en el 






















Uso y Manejo 
Adecuado de los 
Suelos y Aguas  
Ley 18.564/2009  
 
 
Sustituye el Art. 2 Ley 15.239 agrega al propietario 
solidariamente responsable con el tenedor cuando incumplan 






de Aguas (LPNA) 
Ley 18.610/2009 
 
Establece los principios e instrumentos rectores, interpreta el 




En función del análisis realizado y las consultas hechas a referentes en la materia, se pude sostener, que el 
marco jurídico para la protección del patrimonio territorial y sus componentes ecosistémicos, es amplio en 
sus normativas de alcance general, y sin ser tan enfático, se podría decir lo mismo de parte de la normativa 
sectorial. Lo que no surge con claridad es que se apliquen sistemáticamente los principios de preventivos y 
precautorios, ni la formulación sobre que “no es necesario la certeza científica para adoptar medidas”, 
aspectos que son de interpretación de las normas (en tanto Principios), no existiendo evidencia clara sobre 
medidas cautelares que demuestren la inocencia antes de la acción, lo que en materia ambiental invierte la 
carga de la prueba que se aplica a las personas.  
 
 
Otra constatación que surge de la investigación, es la falta de creación de otros estímulos e instrumentos, 
focalizados hacia la iniciativa y participación de privados en modalidades de uso sustentable del territorio, 
en tanto mecanismos que propendan a hacer confluir el interés privado con el colectivo (general). A pesar 
que Uruguay se presenta como “País Natural” (Principio de Distinción previsto en la Ley 17.283), en la 
investigación no se identificaron políticas públicas generalizadas y consistentes para el etiquetado ecológico 
de productos que cumplan con prácticas de producción orgánica (como de un distintivo formalmente 
autorizado), que destaque su condición de ser amigable con la conservación del patrimonio ambiental. 
Tampoco se ha desarrollado el potencial de los predios rurales en régimen de propiedad horizontal 
entendidos como zonas de manejo territorial sustentable (conocidos como condominios ecológicos), 
condicionando a los condóminos a cumplir con las disposiciones que se establezcan en un plan de manejo 
particular de gestión de recursos y servicios ecosistémicos, zonas que podrían estimularse implementarse 
según la normativa actual.  
 
 
3.4 ¿Cómo opera el SNAP en el contexto de la protección del patrimonio territorial? 
 
La metodología de la investigación, define como uno de sus objetivos, establecer el rol institucional del 
Sistema nacional de Áreas Protegidas para la conservación del patrimonio ecológico del Uruguay. 
 
Creación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP), como instrumento de protección ambiental y 
los Planes de Manejo como instrumento de planificación territorial. 
 
Uruguay fue el último país en América Latina en crear un Sistema de Áreas Protegidas, y entre 2008 y 2015 
se incorporaron 13 zonas al SNAP. La Ley General Protección del Medio Ambiente (Nº 17.283) del año 
2000, es la primera ley marco específica sobre medio ambiente, especialmente creada para cumplir con lo 
firmado en convenciones internacionales sobre la protección ambiental y en su artículo 7 establece los 
instrumentos de gestión ambiental incluyendo programas, planes y proyectos de protección ambiental, entre 
ellos el Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Cabe mencionar que con anterioridad la Ley 17.234 ya 
había sido creado el SNAP, implementando en el país la Convención sobre Diversidad Biológica surgida de 
la Cumbre de la  Tierra, celebrada en Río de Janeiro en 1992 ratificada por Uruguay en el 1993 por Ley Nº 
16.408. La Ley 17.234 declara de orden público las disposiciones legales relativas a la preservación, 
conservación, manejo y administración de las áreas naturales protegidas y establecen los requerimientos 
para el ingreso al SNAP. Para ello establece categorías de manejo según las particularidades del área, la 
cuales serán menos o más restrictivas en cuanto a sus usos antrópicos El área que ingrese al SNAP será 
objeto de un Plan de Manejo (PM), aprobado por el MVOTMA, que establecerá específicamente las 
condiciones de uso y las acciones necesarias para cumplir con los objetivos de protección establecidos en 
la categoría de manejo definida. En referencia a la pregunta que encabeza este apartado, son relevantes las 
Directrices para la Planificación de Áreas Protegidas de Uruguay, éstas constituyen un instrumento de carácter 
técnico para establecer orientaciones generales para la planificación y manejo de las áreas protegidas. La Ley 
que ratifica el Convenio sobre Diversidad Biológica compromete a Uruguay a “elaborar directrices para la 
selección, el establecimiento y la ordenación de áreas protegidas o áreas donde haya que tomar medidas 
especiales para conservar la diversidad biológica”. La Ley de creación del SNAP, determina que éste debe 
“armonizar los criterios de planificación y manejo de las áreas a proteger, bajo categorías determinadas, con 
una regulación única que fije las pautas de ordenamiento”. Lo anterior da sustento teórico y operativo a la 
elaboración de las Directrices, y el Decreto 52/005, adjudica la responsabilidad institucional para su 
elaboración a la DINAMA, al establecer que “establecerá las directrices correspondientes para la elaboración 
de los planes de manejo de las áreas protegidas, las que deberán prever un modelo de estructura uniforme 
para los planes de manejo, los mecanismos para asegurar la participación de equipos multidisciplinarios y de 
los actores locales en la elaboración de los mismos, así como para evaluar la eficacia de la gestión en el 
cumplimiento de los objetivos del área”. La creación de áreas protegidas condiciona el uso del suelo dentro 
de su perímetro (incluidas las zonas adyacentes), pero concebirlas como islas es un concepto superado en 
las teorías contemporáneas de la conservación. Han emergido enfoques que interrelacionan diversos 
instrumentos con legislación complementaria, con el objetivo de proteger el patrimonio ambiental y los 
servicios ecosistémicos.  
 
Otro aspecto relevante de la ley de creación del SNAP en referencia a la gestión del territorio se encuentra 
en su artículo 2º. Allí se establecen los objetivos del SNAP, entre ellos: 1) proteger la diversidad biológica y 
los ecosistemas, priorizando la conservación de las poblaciones de flora y fauna autóctonas en peligro o 
amenazadas de extinción, 2) proteger los hábitats naturales, así como las formaciones geológicas y 
geomorfológicas relevantes, especialmente aquellos imprescindibles para la sobrevivencia de las especies 
amenazadas, 3) mantener ejemplos singulares de paisajes naturales y culturales, 4) evitar el deterioro de 
las cuencas hidrográficas, 5) contribuir al desarrollo socioeconómico, fomentando la participación de las 
comunidades locales en las actividades relacionadas con las áreas naturales protegidas, así como también 
las oportunidades compatibles de trabajo en las mismas o en las zonas de influencia, 6) desarrollar formas y 
métodos de aprovechamiento y uso sustentable de la diversidad biológica nacional y de los hábitats 
naturales, asegurando su potencial para beneficio de las generaciones futuras.  
El Plan de Mediano Plazo 2010-2014 (2010), define la visión del SNAP como: “Un Sistema Nacional de Áreas 
Naturales Protegidas consolidado, eficientemente gestionado e integrado al territorio y a los sectores 
productivos; manejado en forma conjunta entre el Estado y la sociedad civil; que contribuye efectivamente a la 
conservación de la diversidad biológica a nivel nacional y global, al mantenimiento y la provisión de bienes y 
servicios ambientales y al uso sostenible de los recursos naturales; que aporta al bienestar de los pobladores 
locales y de la sociedad en general, y es ampliamente reconocido como un pilar fundamental para el desarrollo 
sostenible y la protección del patrimonio natural y cultural del país.”12 Lo anterior contiene 2 aspectos 
particularmente relevantes: 1) el reconocimiento de las interrelaciones ecológicas que hay entre APs y 2) que 
las APs como conjunto sistémico, orientadas por Directrices institucionales comunes, son capaces de lograr 
objetivos que por separado no lo podrían. 
Desde su creación, el SNAP, se encuentra en estado proactivo de crecimiento y fortalecimiento de sus 
capacidades, así como en estado de incorporación APs al sistema, a lo que se agrega el desarrollo de 
programas asociados, como el elaborado para las “buenas prácticas ganaderas para el manejo y 
conservación de pastizales naturales en áreas protegidas”, en las Quebradas del Norte. Este avance 
cuantitativo y cualitativo, incluye una profusa documentación y contratos a investigadores, que han logrado 
aportar sustanciales insumos para diagnosticar propositivamente el devenir del sistema, identificar sus 
debilidades y plantear sus perspectivas. 
 
En la práctica y en referencia a los criterios orientadores para el ingreso de APs al SNAP, se concluye que 
en algunas ocasiones se ha optado por oportunidad y factibilidad (pragmatismo), pero en ningún caso 
desconociendo los valores propios de cada zona y propendiendo al cumplimiento del criterio de 
representación de los ecosistemas nativos, que indica la Ley 17.234. También se ha intentado cumplir los 
compromisos internacionales, entre ellos se destacan: el Convenio sobre Diversidad Biológica, el Convenio 
de Ramsar relativo a Zonas Húmedas de Importancia Internacional, el Convenio de Bonn sobre 
Conservación de Especies Migratorias de Animales. Un ejemplo es la incorporación de los Esteros de 
Farrapos e Islas del Río Uruguay al SNAP, que suma hectáreas a las requeridas, según los compromisos 
asumidos para la protección de humedales.  
 
Actualmente las áreas ingresadas al SNAP son: 
1. Paisaje Protegido Quebrada de los Cuervos (2008) 
2. Parque Nacional Esteros de Farrapos e Islas del Río Uruguay (2008) 
3. Parque Nacional Cabo Polonio (2009) 
4. Paisaje Protegido Valle del Lunarejo (2009) 
5. Parque Nacional San Miguel (2010) 
6. Paisaje Protegido Laguna de Rocha (2010) 
7. Paisaje Protegido Localidad Rupestre de Chamangá (2010) 
8. Área de manejo de hábitats y/o especies Cerro Verde e Islas de la Coronilla (2011) 
9. Monumento Natural Grutas del Palacio (2013) 
10. Área de manejo de hábitat y/o especies Rincón de Franquía (2013) 
11. Área de manejo de hábitats y/o especies Laguna Garzón (2014) 
12. Área Protegida con Recursos Manejados Montes del Queguay (2014) 
13. Área Protegida con Recursos Manejados Humedales de santa Lucía (2015) 
 
Si bien las áreas protegidas no son suficientes para asegurar la conservación de los ecosistemas nativos de 
un territorio, constituyen enclaves icónicos a partir de los cuales desarrollar estrategias y prácticas de 
manejo territorial sustentable. Así entendido un SNAP es un instrumento para la gestión de recursos y 
servicios ecosistémicos a su interior y hacia sus contextos, sin perder de vista que las APs deben cumplir 
dos roles fundamentales: representar la diversidad biológica del territorio y atender los procesos que 
amenazan su sostenibilidad.  
 
 
                                                     
12 “Plan de Mediano Plazo –PMP- 2010-2014” - MVOTMA/DINAMA/SNAP, 2010. 
4. COMENTARIOS FINALES  
 
En referencia al uso del suelo, se pone en significación clave, la necesaria gestión integrada de las cuencas 
hidrográficas, y se agrega el crecimiento controlado de las ciudades, la protección de las tierras agrícolas 
más productivas y los paisajes endógenos, el manejo integrado de plagas y la agricultura sin labranza y/u 
orgánica, así como una mejor gestión forestal con prácticas silvopastorales. Por otro lado en función de los 
procesos en curso de obras de impacto que podrían afectar negativamente la biodiversidad acuática del 
Uruguay (prospección y explotación de hidrocarburos, puertos de aguas profundas, etc.), resulta necesario 
incluir específicamente zonas marinas protegidas al SNAP. En cualquier caso, dado la dinámica de los 
procesos naturales y los cambios continuos y rápidos en los patrones de uso del suelo y las necesidades 
sociales (en un contexto global), es claro que el monitoreo de resultados, de las estrategias y acciones del 
proceso de gestión de los planes de manejo, es una condición necesaria para evaluar el cumplimiento de 
los objetivos de cada AP y del SNAP en su conjunto y el patrimonio territorial en general. Lo anterior se 
puede vehiculizar mediante la aplicación sistemática de las Evaluaciones Ambientales Estratégicas y los 
Informes Ambientales Estratégicos previstos en la legislación antes mencionada, aplicados a criterios de 
zonificación por condición.  
 
La consideración de los contextos productivos y sus tendencias, es clave, por lo que se deberían proteger 
preventiva y precautoriamente, aquellos sitios donde las presiones sobre los paisajes nativos son mayores a 
su capacidad de resiliencia, o donde haya impactos significativos esperables (aplicación del principio 
precautorio de la Ley 17.283). Según la legislación vigente, la aparición de nuevas amenazas o conflictos, 
puede impulsar la creación de áreas protegidas, en sitios que previamente no lo requerían por sus usos 
tradicionales o actuales.  
 
En otro sentido, la estructura política administrativa del Uruguay, que divide al país en 19 Departamentos 
con potenciales orientaciones de desarrollo no confluyentes, constituye una rigidez de importancia al 
momento de  gestionar el territorio desde enfoques sustentables como orientación transversal. Si bien 
existen experiencias e instrumentos de cooperación regional entre Departamentos (Directrices Regionales 
previstas en la Ley 18.308), la estructura política del territorio, es un problema a atender para la gestión 
integrada de su patrimonio. De hecho, si bien existen normas y criterios de rango general o superior, nada 
impediría que la margen de un río fuera suelo urbano y la otra rural, o que una zona sea declarada como 
reserva departamental y en el Departamento limítrofe no se tomen medidas de protección, como ocurre en 
el caso de los humedales de la cuenca del Río Santa Lucía.  
 
Las prácticas de conservación del patrimonio ecológico de los territorios y su gestión sustentable, dependen 
directamente de nuestros sistemas de valores, es decir, de la manera de concebir y de representar el 
sistema acoplado {humano – patrimonio ambiental}. Existe la oportunidad de recorrer un camino alternativo 
a los tradicionales, en términos de manejo del patrimonio territorial y la forma de gestionarlo, de 
reconocimiento de los valores del paisaje y la diversidad cultural.No se debiera aceptar la aplicación de 
modelos de supuesto desarrollo territorial, que priorizan el cortoplacismo financiero y las prácticas 
extractivas (entre ellas la minería a cielo abierto), ni los monocultivos, los agro tóxicos, los fertilizantes de 
potencial eutrofizante, etc., ni reproducir situaciones de usos del patrimonio ambiental, que devienen en 
pérdidas de recursos naturales y en la declinación de la biodiversidad. La historia del siglo veinte presentas 
innumerables casos, que nos enseñan lecciones, sobre las consecuencias en términos de pérdidas 
significativas o totales de diversidad biológica, cultural y paisajística, por la aplicación de modalidades de 
producción que ignoran el valor inconmensurable (concepto de partida de la economía ecológica) del 
soporte del hábitat local y global, derivadas del afán especulativo, o el sólo interés individual o empresarial. 
Cualquier modalidad de usos del suelo no orientada por un manejo sustentable del patrimonio territorial, 
pone en riesgo la preservación de los valores escénicos, ecológicos y de potencial desarrollo local, propio y 




Somos mar y pradera 
Por su clima, su hidrografía, su suelo, sus características geomorfológicas, ecológicas y culturales, los 
paisajes de la banda oriental del Río Uruguay son singulares y un patrimonio colectivo, nacional, regional y 
global. El venado de campo ha sido declarado monumento natural y existen aproximadamente otras 100 
especies protegidas que habitan la pradera y sus parches. Para poder cumplir esas disposiciones de 
conservación se debe proteger su hábitat, es decir los paisajes que habitan y definen.  
 
Desde una visión prospectiva, ecosistémica y eco paisajística, y entendiendo el territorio como cuenca de 
abastecimiento de servicios ambientales para el bienestar humano, se formula un embrión de propuesta: 
declarar el mar jurisdiccional y el territorio rural uruguayo (en tanto matrices ecológicas del Uruguay) en toda 
su extensión nacional, como áreas protegidas con recursos manejados, particularizada en unidades de 
gestión, conformadas por las cuencas hidrográficas, las eco regiones continentales y las marinas. Las 
mencionadas unidades territoriales, serían planificadas y gestionadas (participativa y adaptativamente), por 
las comisiones de cuencas previstas en la legislación nacional y por otros ámbitos a crear, para especificar 
las decisiones sobre los usos del territorio, en función de las características específicas de las eco regiones 
en ellas contenidas. Estas piezas territoriales deberán contener nodos estratégicos en las APs de SNAP, 
para conservar los paisajes nativos, los servicios ecosistémicos y los propios ecosistemas que definen el 
territorio. APs que a la vez proyecten hacia sus contextos, modalidades de uso sustentable del patrimonio 
ambiental endógeno. No se desconoce la carga cuasi utópica de la propuesta, sólo aporta una idea lejana al 
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